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ASUNTO

Recurso de agnvio constitucional intcrpuesto por don José Salomón Linares
Comejo abogado de don Dani Landy Galarza Valdivia contra 1a resolución de fojas 322.
dc t'ccha 3 de julio de 2015, y el volo de dirimencia (tblio 410) expedida por la Primera
Sala Penai de Apelacioncs de la Corte Superior de Justicia de Arequipa que declaró
infundada la demanda de hdbeas corpus de a\úos.

FUNDAMENl'oS

Fln la senlencia emitida en el Expedienle 00987-2014-PA/TC, publicada en el dicrio
ofrctal El Peruano el 29 de agoslo de 2014, este l'ribunal estableció, en e1

fundamenkr 49, con c¿ráoter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria

SENTENCIA IN'I'ERLOCUTORIA DEL TRIBUNAT, CONSTITUCIONAL

l,ima. 15 de oclL¡bre de 2018

dictada sin más tránite, cr¡a11do se presente alguno de 1os siguie¡tes
slos, que igrLalmente están contcnidos cn cl añiculo 1l dcl I{cglamcnto

ormativo del ll'ibunal Constitucional

a) Carezca de lundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho conlenida en el recuso no sea de especial

trascendcncia constitucional.
c) La cuestió[ de Derecho invocada contradiga ün precedente de] Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialme¡te iguales.

2. En el preseüte caso. se evidencia que el recüNo de agravio no está relé do a una
cuestión dc Dcrccho de espccial trascendencia constitucional. Al respecto. un
rccumo caacce de esta cualidad cuando no cstá relacionado con el contenido
constitucionalmenle prolegido de un derecho fundamental; cuando ve¡sa sob¡e un
asunto materialmcntc cxcluido del proccso de tutela de que se trata; o, ñnalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo. y teniendo cn cucnta lo prccisado eD el fu¡damento 50 de
la sentencia emilida en el Expediente 00987-2011-PA/TC, una cucstión no rcviste
especial trascendencia constitr.rcional en los siguientes casos: (l) si una lütura
rcsolución dcl I ribunal Constitucional no soluciona algún conflicto de relevancia
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constitucional, pucs no existe lesión clue comprometa el derecho lündamenlal
involucúdo o se trata dc un asunto que no corresponcle resolver en la \ia
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho
constilucional invocado y no median razones subjetivas u objelivas que habiliten a

este órgano colegiado para cmitir un pronunciamiento de fondo.

4. En el caso de autos, el recurso interpuesto no está referido a una cuestión de
Derecho de especial trascendencia constitucional, toda vez que no se encuentra
vinculado con el contenido constitucionalmente protegido dei derecho a la libe¡tad
pe¡sonal. En efecto, el recuÍente solicita que se requiera al juez del Segundo
Juzgado de Familia de Ma ano Melgar que cumpla con dar trámite al pedido de
nulidad del proceso seguido cortra don DaI1i Landy Galarza Valdivia por Ia

comisión del delito de violencia lamiliar (Expediente 02970-2014-0-0410-JM-FC
02).

Al respecto, el T¡ibunal Constitucional ha señalado que el derecho al debido
proceso puede ser tutelado mediante eI proceso de habeas corpts, pero ello
rcquicrc que el presunto hecho vulnerato o tenga incidencia ncgativa, concrcta y
directa en el derecho a la libertad personai. Sin cmbargo, esta Sala aprecia qLre los
hechos que se cuestionan no manillest¿ur el agravio en cl dcrecllo a 1a liberlad
pcrsonal de don Dani Land

l

y Gaiarza Valdivia. derecho tutelado pot el habeds

, toda vez que los mismos estár referidos a incidencias dc caráctcr procesal
tc el trámite del proceso. Sin perjuicio de lo expresado prcccdcntemente. cabe

cisar que de la docuocntación que obra cn autos 11o se verilicir que exista algún
pedido de pafe del lávorecido para que se declare la nulidad del rel'erido proceso
por violcncia familiar en los términos antes señalados.

6. AsimisDro, sc cucstiona la actuación del representante del Ministe¡io Pi¡blico en
razón de que durante el desarrollo dc la investigación preliminar seguida mediantc
Ca¡peta fiscal 2014-752-01-FPP-CMM. no sc consideró las prüebas oliecidas
durante la misma; y porque no curnplió con darle el trámite coüespondiente a la
queja de derccho interpuesta conl¡a la resolución que dispuso el archivo de la
irvestigación flscal por los dclitos de fraude procesal y contra la fe pública. Sobre
el particular. los cuestionamicn¡os indicados en la tramitación de la investigación
prelimiüa. no inciden de manera ncgativa, concreta y directa en la libertad personal
del favo¡ecido, derecho tutelado por el ñaóeds corprr.

7. De otro lado, el accionante alega que contra el l'avo¡ecido se encuenlra pendicntc de
ejecución uÍia ordcn de detención por el plazo dc veiüticuatro horas, por
incumplimienlo de las reglas impucstas cn la sentencia condenatoria recaida cn otro
proceso por violencia familiar, dispuesta mediante Resolución l3-201,1, de lecha 24
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de marzo de 2014. A su entender, dicha disposición constituye una medida
arbitraria, toda vez que la misma se emitió en el ma¡co de r¡n proceso rcspecto dcl
cual no tuvo conocimiento (Expediente 00589-2009-0-0410-JMFC-02).

8. Sobre el pa¡ticular, se aprecia de la dcclaración indagatoria en sede policial de don
Dani La¡dy Galarza Valdivia que obra cn autos, quc cste scñaló como dirección de

su domicilio la calle Francisco Mostajo 102, distrito de Mariano Melgar, Arequipa:
y quc cn esa misma direcci(¡n se le nolificaron las ¡esoluciones recaíclas durante el

1rámite del proceso por cese de violencia lamiliar antes señalado y dei cual deivó,
cn vía dc cjecución. la ordcn dc dctención que sc cuestiona (ve¡ páginas 9 y 27, 34.
40. entre olras. respectiv¿mente, del cuaderno acompañado). A pafir de lo oual, se

colige que fue debidamente notillcado y queJ en consecuencia, tuvo pleno
conocimiento del proceso por violencia familiar instarlrado en su contra.

9. Además, cabe precisar que desde la fccha cn que sc emitió la aludida resolt¡ción
que dispone la orden detención conlra el l¡vorecido por ei plazo de veinticuatro
horas, csto cs 24 dc marTo de 2014, hasta la l'echa en que se interyuso la presente

de dc hctheas corpu.r (13 de ab l de 2015). ha lanscünido más de un año
1e ello, y a pesar de icner conocimicnto dcl teno¡ de dicha resoh.¡ción

onne se desprende de manera manifiesta dc los términos de la demanda . no
ap¡ecja de autos que, antes de recurrir ante la judicalura constitucional, sc hayan

agotado los ¡ecursos intcrnos p¡evistos en la ley procesal de la mate a a fin de quc,
sobre la resolución en cuestión, sc cmita un pronr¡nciamiento en segunda instanuia.
Por lo cual, se liene que la Resolución ll-2014 carecc dcl requisito de lirmeza.

Por estos fundamentos. el T bunal Constitucional, con la autoridad que Ie
co¡liere la Constitución Politica del Perú. y la participación del magistrado Espinos¡-
Saldaña Barrera, convocado para dirirnir la discordia susoitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

§\-§^"áw

10. En consecuencia, y de lo expucsto cn los fundamentos 2 a 9juprr, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del frurdamento 49 de la sentencia emitida en cl Expediente 00987-2014-
PA/I'C y r:n el i¡ciso b) del artíct¡lo I I del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedcnte
el rccu¡so de agravio constitucional.
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RESU[,LVE

Declarar IMPIIOCEDENI'E el recurso de agravio constitucional porque la cucstión dc

Derecho contcnida cn cl recurso carecc de especial lrascendencia constitucional-

Publíqucse y notifiqucsc.

ss

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE 1'AI3OADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Loq
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la poteslad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
quc disiento del precedente vinculante csrablecido en la Sentencia 00987-2014-PA,/TC,
SENTENCIA IN'IERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamenlos que a
conlinuación expongo:

EL TRIBUNAL CONSTITUCIoNAL CoMo CoRTf, DE RDVTSTÓN o FALLo Y No DE
CASACIÓN

La Conslitución dc 1979 creó cl T¡ibu¡al de GaraÍtias Constitucionales como
instancia de casación ), la Comtitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
cn instancia dc fallo. La Constitución dcl 79, por primera vez en nuestm historia
constitucional, dispuso Ia creación de un órgano ad /roc, independiente del poder
Judicial, con la tarea dc garantizar la supremacia constitücional y la vigencia plena
de los derechos liüldamentales.

2. La Ley Fundamcntal de I979 estableció que el T¡ibunal de Garantias
Constituciorales era un órgano de control de la Constitución, que teniaju sdicción
en todo el territorio nacional para conocer, efi t)ía de casación, de los habeas c<trpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
conslituia una instancia habilitada para fallar en forma deñnitiva sobre la causa_ Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derecho. re, nnocidos en l¿ Constitucion.
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En esc sentido, la Ley 23385, Ley Orgrinica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46. tlue
dicho órgano, al enco¡trar una resoiucion denegato¡ia que h¡ violado la ley o Ia ha
aplicado en lbrma erada o ha incur¡ido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
scñalar Ia deficiencia. devolve¡á los actuados a Ia Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) pata que emita nuevo l'allo siguiendo sus lineamiemos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue selialnentc
rnodificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de lutela de dos a cuatro, a sabet, habeas corpus, amparc, habeas data
y acclón de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucio¡aiidad, aurl cuando la Constitución 10
califica eüóneame¡te como "órgano de control de Ia Comtitución,,. No obstante, en
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materia de proccsos conslitucionales de 1a libertad, la Constitució1] establece quc el
T bunal Constitucional es instancia de revisión o iállo.

Cabe señalar que la Constitución Política del Pe¡ú, en su altículo 202. inciso 2.
prescribe que corresponde al Tribunal Conslitucional ,,conocer, efi úhimu y
deJinitiyat ¡nst¿rncía, las resoluciones denellatorias díctLldas efi los procesos de
habeus corpus, afipero, hatbeas data y acció de cumplimíento,,. Esta disposición
colstitucional, desde una posición dc franca tutela de los derechos fundamentales.
exige que el Tribunal Constitucio¡al escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho f'undamental. Una lectura diversa
cont¡avendria mandatos esenciales dc la Constitución, como soI1 el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (arrículo 1), y "la observancid del debido proceso y tutela
jurisdíccional- Ninguna persona puede ser desviada de la jurisclicc¡on
pledetermirutda por l.t ley, ni somefidl u procerl¡ñíento distinto de los pre|i¿rmen¡c
estoblecidos, ni juzgdd(1 por órganot juri.\Jiccionul¿s dc ex.epción ni por
comisiones especiales creadas dl el¿cto cualquiera sea su denomínacíón,,,
consagrada en el articuio 139, inciso 3.

(¡ Como se adviefe, a dil'e¡encia de lo quc acontece en otros países, en los cuales el
acceso a Ia úhima instancia constitucional tiene lugar por la vía del certíorori
(Suprema Corte de los Ilstados Unidos), en (jl pe¡ú el poder Constituyentc optó por
un órgano sup¡emo de intelpretación de la Constitución capaz de ingresar ai lbndo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido ura
protección de su derecho en sede del Poder ludicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
dcbe abri¡ la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
p¡onunciarse. Pero la ape¡1ura de csta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un porÁenorizado
analrsis de lo que sc pretende. dc lo que se invoca.

7 Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de sr¡ de¡echo
irrenunciable a Ja defensa; además, un Tribu¡al Constitucional constituye el más
efectivo mcdio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, 1o cual evidencia el triunfo de la iusticia iienie a Ia
arbitrariedad.

8. La administración de justicia constitucional de la libefad que b nda el T¡ibunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como coresponde, del derecho de

|,M

EL DERECHo A Sf,R oiDo Coillo ]IIANIFESTACIÓN DE LA DI'MOCRAI.IZACIÓ¡, D[, T,OS
PRocESos CoNsTITucIoNALES DE LA LTBuRTAD
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delensa inhercntc a toda pemona. cuya manifestación primaria cs el de¡echo a ser
oido con todas las debidas gara¡tias al interior de cualquier proceso en el cual se

Jelerminen su< dcrcchñ.. intereses ) obligacione..

9. Prccisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución co¡stitucional
sil1 realizarse audiencia de vista está relacionado con la dcfcnsa, la cual, sólo es
el¡ctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera osc ta y
oral, los argumentos pe inentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inte¡vención de las partes, coÍesponde señalar que, en tanto que ia
potestad de administrar justicia constituye una manit'estación del poder que el
Ilstado ostenta sobre las pcrsoDas, su ejeroicio rcsulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo quc
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabe añaclir que la paticipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constitu,vc un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidi¡ia sobre la esfera de inte¡és de
una persona sin permitirle álegar lo conespondiente a su iávor, lo que resultaria
excluyeüte y antidcmocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
includible de optimizar, en cada caso conc¡eto! las razoDes, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
lcgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar dc modo sr¡ñciente las razones de de¡echo y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

lililililil,iltilil ilil]
EXP. N." 4008-2017-PI-IC/TC
AREQUIPA
DANI LANDY GAI,ARZA VALD]VIA

12. En cse sentido, la Corte Interamericana dc Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de delénsa "obliga al Estctdo a tratar dl iltdit,iduo en todo momento como
un wrdddeto sujeto del proceso, en el nas umplio sentidu Jy ette conc¿pto, y no
simplemente como objeto del mismo"'. y qlue "pdrd que erista debiJo ¡roceso legal
es preciso que un jusficiable pueda hacer yaler stts derechr¡s y deJénder sus
interes¿s en-fbrmd efecti|a y en condiciones de ¡guaklad procesal con otros
i¡tt¡iriahtpt'¿

' Cort" lDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-
párafo 29.

'Co¡e IDH. Caso Hilaire, Constaütine y Be¡jamin y otros vs. T¡inidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.

Íq
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13. El modelo de "instancia de iállo" plasmado en la Constitución r1o puede se¡
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho lribünal es su intótprete supremo, pero no sL¡ reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a ia Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentcncia interlocutoria", el recurso de agravio constitucioflal (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que el T¡ibunal Constitucional no tiene compereneia
para "revisar" nimucho menos "recalificar" el recumo de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal Io que le coresponde es conocer del
R-AC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada la competencia de
rcchazar dicho rccurso, sino por el contrario de ',conocer,, 1o que la pafte alega
como un agravio qüc le causa indefensión.

IIfltilIillilt ilil
EXP. N.O 4OO8-20 I7.PI IC/TC
ARI]QUIPA
DANI LANDY GALARZA VALDIVIA

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establecc como supuestos para su
aplicación lónnulas imprecisas y amplias cuyo contenido, cn el mejor de los casos,
requiere s(]r aclarado, justillcado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identifica¡ en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el cmpleo de la precitada seDtencia en arbitrario, toda vez que se podría
af'cctar, enhe otros. el derecho fundamental de delensa, en su manifestación de se¡
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugat a decisiones subietivas y
c¿rcnles dc predictibilidad. alecrJnJo norablemenrc a los iu.riciables. quicnes
tendrían que adivinar qué resolverá ei Tribunai Constitucional antes de presenta¡ su
respectiva demanda-

17. Por lo demás, ¿¡¡tatis mut.tfidis, el precedente vinculante contonido en la Sentencia
00987-2014-PA/ IC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
l¡llos, cono en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02g77-
2005-PHC/TC). f)el mismo modo, constituye una reañrmación de la natüraleza
procesal de los procesos comtitucionales de la iibertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, iitispendencia, invocación del derecho constitucio¡1al líquido y
cierto. etc.).

18. Sin embargo, cl hecho de que los proccsos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agrario
constitr¡cional.

ttw\

NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AGRAvIo CoNSTITUCIoNAL
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proleger y reparar los derechos fundame¡tales de los
agraviados, voto a favor de que en ei presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Co¡stitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las peNonas afectadas en sus
derechos escnciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmenle si se tienc en cuenta que, agotada la via constitucional, aljusticiablc
solo le queda el camino dc Ia ju¡isdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como añrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delénder su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
cnvilecida sin la protección iudicial auténtica".
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